
 

 

           P-257-2019 
Bogotá, D.C., 16 de octubre de 2019  
 
 
PARA: PRESIDENTES DE FEDERACIONES, COORDINACIONES PROVINCIALES DE 

EDUCACIÓN, ASISTENTES DE FEDERACIONES, COMITÉ EJCUTIVO 
NACIONAL, RECTORES DE INSTITUCIONES EDUCATIVAS AFILIADAS 

 
DE:   PRESIDENCIA Y ASESORIA JURÍDICA CONACED NACIONAL 
 
ASUNTO:   Informe sobre modificaciones efectuadas por el Ministerio de Educación     

Nacional al proyecto de Resolución de Costos Educativos 2020-2021 
 

Reciban el saludo fraterno de siempre desde la Sede Nacional de CONACED. 
 
En atención a los documentos presentados ante el MEN a través de su página Web, con las 
observaciones legales frente al contenido del proyecto de resolución de costos, recibimos 
respuesta positiva escrita frente a varias observaciones, y el acatamiento de otras se vieron 
reflejadas en la Resolución 010617 del 7 de octubre de 2019; las cuales nos permitimos compartir, 
para que por su conducto sean conocidas por los rectores de sus establecimientos educativos 
afiliados y/o vinculados 
  

OBSERVACIONES PRESENTADAS Y RESPUESTA DEL MEN O MODIFICACIÓN QUE 
REFLEJA EL ACATAMIENTO DE LAS OBSERVACIONES 

 
1.Observación sobre criterios y parámetros para definir tarifas:  
 
El artículo 202 de la Ley 115 de 1994, dispone los criterios para definir las tarifas de matrículas, 
pensiones y cobros originados de la prestación del servicio educativo en los establecimientos 
educativos de carácter privado, tal como lo señala el Proyecto de resolución que se ha puesto a 
nuestra consideración; sin embargo al parecer este texto legal que se supone soporte 
indispensable para que el Ministerio de Educación proceda a fijar el reajuste  anual de  las tarifas 
para la prestación del servicio educativo por parte de las instituciones educativas privadas, ha 
perdido toda su fuerza legal ante la potestad reglamentaria del Ministerio de Educación, que en 
los últimos años decidió determinar unilateralmente los “parámetros” que guían la definición de 
las tarifas de matrícula, pensiones y cobros originados en la prestación del servicio educativo, por 
parte de instituciones educativas privadas. 
 
Las Instituciones educativas de carácter privado están legitimadas para recuperar no solo los 
costos que les significa la prestación del servicio educativo, sino todos aquellos que por mandato 
legal se vean en la obligación de asumir, como producto de legislaciones posteriores que de una 
u otra forma afectan y encarecen la prestación del servicio; donde han sido los propietarios de 
las instituciones quienes injustamente se han visto obligados a asumir esta inequidad y en 
ocasiones la merma de la calidad del servicio ante la mirada indiferente del Ministerio de 
Educación y de las Secretarías de Educación; quienes anualmente son testigos de procesos de 
“cierre” de instituciones educativas privadas y en especial de las que prestan sus servicios a los 



 

 

estratos más vulnerables; no obstante, con ello se vulnere el derecho constitucional de los 
progenitores a optar por la educación privada, en una clara opción de calidad vs., gratuidad.  
Los progenitores que optan por la educación privada, están en la obligación de cumplir los 
compromisos que adquieren al suscribir el contrato de matrícula, previo el conocimiento que 
tienen del Proyecto Educativo Institucional, de los cobros periódicos y otros cobros que les 
significa la elección voluntaria de una determinada institución educativa de carácter privado; dado 
que para ello existe una amplia gama de oferta, que les permite ubicar su elección de acuerdo a 
sus posibilidades económicas, en la responsabilidad de no optar por la gratuidad que ofrece el 
Estado en sus instituciones de carácter público. 
 
Respuesta del MEN:  
 
Los incrementos se establecen mediante fórmula, tomando en cuenta el poder adquisitivo de los 
establecimientos educativos y los incentivos a los que accede cada colegio por resolución. Siendo 
así, la fórmula se compone del IPC, más reconocimiento por pago de salarios docentes según 
Decreto 2277 de 1979, más incentivo académico por puntaje ISCE y más el incentivo por gestión 
institucional, es decir, el régimen de clasificación según autoevaluación institucional, más el 
incentivo por la implementación de estrategias de educación inclusiva y del Decreto 1421 de 2017 
y el incentivo por certificación o acreditación de calidad. 
 
2.Observación sobre cobros periódicos y otros cobros periódicos: 
 
Los servicios complementarios que ofrecen las instituciones educativas privadas, ya sea en forma 
directa o por medio de terceros, son totalmente legítimos y de carácter voluntario, aquellos que 
se constituyen en cobros periódicos; sin embargo, aquellos “otros cobros” que se derivan del 
desarrollo del Proyecto Educativo Institucional fueron aceptados por los progenitores cuando 
optaron por la elección institucional, y confirmados a la suscripción del contrato de matrícula, del 
cual hace parte el PEI y el Manual de Convivencia de acuerdo con la norma.  
 
Respuesta del MEN 
 
El Decreto 1075 de 2015 (Único reglamentario del sector educación) en su artículo 2.3.2.2.1.4 
establece las definiciones para los otros cobros periódicos y los otros cobros indicando que los 
"(...)otros cobros periódicos son las sumas que pagan periódicamente los padres de familia o 
acudientes que voluntariamente lo hayan aceptado, por concepto de servicios de transporte 
escolar, alojamiento escolar y alimentación, prestados por el establecimiento educativo privado. 
Estos cobros no constituyen elemento propio de la prestación del servicio educativo, pero se 
originan como consecuencia del mismo(....)" Y los otros cobros  son las sumas que pagan por 
servicios del establecimiento educativo privado, distintos de los anteriores conceptos y fijados de 
manera expresa en el reglamento o manual de convivencia. 
Así las cosas y teniendo en cuenta que la Ley 715 de 2001 establece en sus artículos 6 y 7 la 
competencia de las entidades territoriales certificadas en la inspección y vigilancia de los 
establecimientos educativos de su jurisdicción, corresponde a las secretarías de educación velar 
por el cabal cumplimiento del procedimiento establecido para aprobar esos otros cobros, 
teniendo en cuenta que su costo no puede ser excesivo y afectar la economía de las 
familias. 



 

 

Resulta claro, que se acoge el criterio sostenido por nuestros asesores, de que los “cobros 
periódicos” son de carácter voluntario, pero los “otros cobros” no, siendo la única 
oponibilidad valida de las Secretarias de Educación que su costo sea “excesivo”, que no 
desarrolle el PEI, o que no se haya cumplido el procedimiento para su aprobación. 
3.Observación frente a estímulo para inclusión educativa:  
 
El proyecto de Resolución, hace un reconocimiento del 0.5% adicional para incentivar la 
implementación de estrategias de educación inclusiva; sin embargo, no se ha tenido conocimiento 
sobre que bases ciertas apalancadas en el mismo Decreto permitieron determinar que este 
porcentaje sería suficiente, cuando desde el mismo Ministerio de Educación la implementación 
de la ley que es bastante onerosa de acuerdo a sus exigencias, apenas apunta a incipientes 
acercamientos. 
 
Respuesta del MEN 
 
El Ministerio considera que este estímulo para incentivar la implementación de estrategias de 
educación inclusiva y del Decreto 1421 de 2017 es un buen comienzo; paulatinamente se 
revisarán el porcentaje de acuerdo con los avances realizados en implementación de la norma 
en esta materia. 
 
4. Observación frente acuerdo con FECODE: 
 
Frente a lo acordado con FECODE por parte del Ministerio de Educación, “Nivelación salarial 
para educadores” y que claramente ha significado un grave impacto económico para las 
instituciones educativas de carácter privado, resultó apenas de alivio el reconocimiento de un 
punto al incremento que se determinara en cada institución; sin embargo al ser este un 
“reconocimiento” al esfuerzo económico institucional en favorecer a los docentes como las 
mismas resoluciones ministeriales lo han reiterado y no un “incentivo”, no se explica la restricción 
de este reconocimiento a quienes incluso vienen pagando por encima de lo acordado con 
FECODE;  por tanto esta prohibición carente de cualquier sustento constitucional y legal debe ser 
eliminada en la Resolución definitiva.  
 
Respuesta del MEN: variación texto reflejada en la resolución 010617 del 7 de oct de 2019 
 
5. Observación frente al Manual de Evaluación y Clasificación de Establecimientos 
Educativos, para la autoevaluación institucional. 
 
Sobre la Versión aplicable del Manual de Evaluación y Clasificación de Establecimientos 
Educativos, para la autoevaluación institucional; resulta muy lamentable que el proyecto de 
Resolución contenga un texto idéntico al de la pasada Resolución en pretendida “justificación” 
del claro incumplimiento de una tarea de orden legal por parte del Ministerio de Educación, como 
es la revisión y ajuste del Manual de Evaluación y Clasificación de Establecimientos Educativos 
Privados, previo el cumplimiento de las fases de análisis y evaluación respecto a la aplicación 
de la versión vigente, la coordinación con las secretarias de educación certificadas en educación 
y la concertación con las asociaciones de establecimientos educativos privados que agrupen el 
mayor número de afiliados; bajo la premisa de que se requiere un periodo de tiempo importante 



 

 

para su estructuración cuando a la fecha, las principales asociaciones de establecimientos 
educativos privados no hemos siquiera sido convocados para tan urgente tarea, y mucho menos 
enterados en cuál de las “fases de análisis” se encuentra la revisión por parte del Ministerio de 
Educación.  
 
Respuesta del MEN. Ninguna. 
 
6. Observación sobre la base de incremento sobre tarifa “autorizada” y no la “cobrada”: 
 
Establece el Proyecto de Resolución, tal cual lo vienen dejando estipulado los últimos años, que 
los incrementos tarifarios se harán sobre la “tarifa efectivamente cobrada”, desconociendo la tarifa 
“autorizada”, con lo cual rompe de tajo el Ministerio de Educación con la “seguridad jurídica” de 
los “actos administrativos”, como son las Resoluciones de autorización de costos educativos que 
expiden las Secretarías de Educación y bajo las cuales se han creado y reconocido situaciones 
jurídicas individuales con efectos ya causados, por lo que debe ser la tarifa ya autorizada la guía 
para definir los incrementos, aspecto legal que no puede ser desdibujado a simple capricho, razón 
por la cual debe eliminarse de inmediato cualquier texto del proyecto de Resolución que cree 
semejante confusión o indique tal yerro jurídico.  
 
Respuesta del MEN: 
 
Agradecemos su comentario con relación a la expresión "tarifa autorizada" y será tenido en 
cuenta al momento de la expedición de la resolución. 
 
7. Observación frente al IPC: 
 
El IPC del 3,18% a que hace referencia el proyecto de Resolución, no consulta la realidad de la 
variación año corrido 2019, misma que debe ser el techo frente a las tarifas aprobadas para el 
año inmediatamente anterior. 
 
Respuesta del MEN: Variación del IPC al 3.75% reflejada en la Resolución 010617 del 7 de 
oct de 2019 
 
8. Observación frente textos y útiles: 
 
Sobre el tema de Materiales Educativos, deberá tener en cuenta  el Ministerio de educación, que 
desde el momento de la suscripción del contrato de matrícula, los padres de familia se 
comprometen de manera expresa no sólo con las responsabilidades parentales que atañen con 
sus hijos, sino que también realizan una aceptación expresa respecto de las normas internas 
institucionales y los lineamientos que guían el enfoque educativo del Colegio como concreción 
de la prerrogativa establecida por el artículo 68 de la Constitución Política; respecto del derecho 
que tienen los padres de escoger el tipo de educación que desean para sus hijos; siendo 
irrefutable reiteramos, que optar por una institución privada implica estar dispuesto y en capacidad 
de asumir obligaciones económicas relacionadas no solo con los costos de matrícula y pensiones 
sino con el valor de los materiales y herramientas educativas que se derivan o relacionan 
directamente con el Proyecto Educativo Institucional, garantizando que sus hijos cuenten con la 



 

 

totalidad de útiles, uniformes y textos que sean requeridos para atender adecuadamente su 
proceso formativo en igualdad de condiciones que los demás estudiantes del colegio. Aunque en 
el proyecto de Resolución, al igual que la expedida el año anterior, el Ministerio de Educación 
hace alusión a la figura de “Prácticas Restrictivas de Competencia”, debe tenerse en cuenta que 
esta es una calificación que está ordenada a las empresas que comercializan bienes y servicios 
y que hacen parte del sector productivo. Las instituciones educativas no son “empresas” 
productoras ni comercializadoras de bienes y servicios, son entidades de creación legal con un 
fin determinado cual es la prestación del servicio educativo y no son propietarias ni competencia 
de las empresas que producen distribuyen o comercializan materiales educativos. 
 
Es de anotar que el organismo idóneo para calificar, definir, “reglamentar” o establecer cualquier 
asunto relacionado con “Prácticas Restrictivas de Competencia”, es la “Superintendencia de 
Industria y Comercio”; y no podría ni el Ministerio de Educación, ni las Secretarías de Educación 
por intermedio de Inspección Vigilancia y Control, iniciar investigación alguna, y mucho menos 
entrar a calificar o sancionar una institución educativa por alguna situación relacionada con este 
tema, ya que carecen de competencia de acuerdo a las funciones que les corresponden 
establecidas en el Decreto 907 de 1996 para el ejercicio de la Suprema Inspección y Vigilancia 
del Servicio Público Educativo. 
 
Valga agregar que frente a la determinación de “textos y útiles escolares” la competencia que le 
asiste a las Secretarias de Educación está relacionada con la verificación de que no se presente 
abuso en cuanto a los “costos excesivos” de dichos materiales. Así las cosas, para que proceda 
una sanción, de acuerdo con lo contemplado en la Ley 1269 de 2008, Inspección y Vigilancia de 
las Secretaría de Educación deberán verificar que no se cumplió el procedimiento de adopción 
de la lista de útiles y textos escolares o que sus costos son excesivos y constituyen un “abuso” 
por parte de la institución educativa, de lo contrario tienen el deber de aprobar todos los textos y 
útiles que se ajusten plenamente al Proyecto Educativo Institucional, tal como lo ordena la 
precitada Ley.   
 
Es decir, que la Resolución de Costos educativos emanada desde el Ministerio de Educación, no 
puede ser el medio para restringir las decisiones legalmente tomadas por los órganos legítimos 
de dirección escolar de las instituciones educativas de carácter privado, en aras de desarrollar 
cabalmente el Proyecto Educativo Institucional.  
 
Así, resulta no solo una orientación errónea sino descontextualizada, el hecho de que la 
Resolución deje entrever la posibilidad de que los progenitores puedan suministrar a sus 
estudiantes materiales educativos y en especial aquellos que hoy pueden enmarcarse en la 
expresión  “textos escolares,” de cualquier editorial e incluso no suministrarlos, pues no puede 
pedírsele a un docente que en su clase deba trabajar con un sin número de textos o materiales 
educativos, que si bien pueden servir de consulta o referencia no se compadecen con la 
planeación que el docente deba hacer para dictar su clase y lograr la correcta asimilación de 
aprendizajes. 
 
De igual forma, debe tenerse en cuenta que las empresas editoriales, de transporte, alimentación, 
uniformes escolares y todas aquellas que suministran algún elemento complementario al servicio 
educativo, se encuentran amparadas Constitucional y legalmente para su ejercicio comercial, no 



 

 

siendo el Ministerio de Educación, quien por medio de una “Resolución de Costos Educativos” 
tenga potestad para limitar su ejercicio y menos para hacer extensiva a las instituciones 
educativas la figura de “prácticas Restrictivas de Competencia”, en un enunciado que se torna 
extensivo de una prohibición que no está dirigida a ellos y menos por la libertad de elegir un 
proveedor determinado, lo que siempre se compadece con un concienzudo estudio por parte del 
Consejo Directivo de una pluralidad de oferentes, lo que favorece en calidad, costo, oportunidad 
y correspondencia con su PEI. 
 
Textos como estos, en el contenido de las Resoluciones de Costos, son los que precisamente 
han motivado un sin número de investigaciones fallidas, que solo ocasionan desgaste 
administrativo y financiero tanto para las Secretarías de Educación como para las instituciones 
educativas privadas, a más del daño que ocasionan al buen nombre de estas, ya que rompen 
con los principios de “Buena fe y Confianza Mutua”, que deben iluminar las relaciones familia 
escuela. Así las cosas, debe tenerse en cuenta que no le asiste ni al Ministerio de Educación ni 
a las Secretaria de Educación la facultad de utilizar ningún criterio diferente a “no ajustarse 
plenamente al Proyecto Educativo Institucional” para negarse a “aprobar” el contenido de las listas 
de útiles siempre y cuando se hubiera surtido el proceso de aprobación por parte del Consejo 
Directivo máximo órgano de decisión y representación de las instituciones educativas. 
 
Respuesta del MEN: 
 
Con relación a los textos y útiles escolares, el Ministerio se acoge a lo dispuesto en el comunicado 
expedido el pasado 18 de enero de 2019, que indica que los establecimientos educativos 
privados tienen autonomía para solicitar textos de un autor y editorial específicas.  Sin 
embargo, el establecimiento educativo no puede exigir que los padres de familia compren útiles 
o uniformes a un proveedor determinado (incluyendo ellos mismos). Pueden vender textos que 
no se consigan en el mercado o desarrollar estrategias para que las familias encuentren 
alternativas beneficiosas para adquirir materiales educativos. 
Gracias por su observación la cual será tenida en cuenta al momento de expedición de la 
resolución. 
 
De acuerdo con lo anterior consideramos que el aporte jurídico frente al proyecto de resolución 
fue atendido por el Ministerio de Educación. 
 
Fraternalmente en Jesús Maestro, 
 
 

 
Hna. Gloria Patricia Corredor Mendoza, O.P. 

Presidente Nacional de CONACED  
 
 

Abog. Luz Gladys Duque López 
Asesora Jurídica de Presidencia CONACED Nacional 

 
 


